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Las «dos tradiciones». Soberanía popular
e imaginarios compartidos en el mundo hispánico
en la época de las grandes revoluciones atlánticas
MÓNICA QUIJADA*
Comenzaba Martin van Gelderen su conocido The political thought of the Dutch revolt,1555-1590 mostrando su extrañeza por la escasa atención que las obras que trataban
de la construcción política moderna en Europa habían prestado a las dimensiones intelec-
tuales de la rebelión de los Países Bajos. Tampoco era alta la estima en que se las había teni-
do, ni siquiera en la propia historiografía escrita por estudiosos holandeses y belgas. En
general, las ideas que intervinieron en el proceso político de la rebelión holandesa habían
sido consideradas «incoherentes y «escasamente teóricas, además de «unmodern, if not con-
servative y «behind the course of history». La sólida investigación de Martin van Gelderen
ha refutado o matizado estas categorizaciones1. No obstante, incluso hoy es difícil encon-
trar historiadores que tomen en cuenta, por ejemplo, un dato tan significativo como que
John Locke escribió su texto más influyente, Two treatises, así como su Letter concerning
toleration, durante su exilio en Holanda entre 1679 y 1681. Es decir, en estrecho contacto
y bajo la influencia de la construcción republicana de ese país que fue, por otra parte, el pri-
mer régimen de ese carácter que triunfó y se consolidó en la Europa moderna. Régimen que
se originó además a partir de una contienda independentista frente a la Monarquía Hispá-
nica, lo que implicó un largo diálogo tanto con las teorías como con las experiencias políti-
cas desarrolladas en este último ámbito. Y si existen ya muchas páginas escritas sobre la
influencia que ejerció el pensamiento de Grocio en dicha construcción republicana, son
muchas menos las que reconocen o sencillamente toman en cuenta que en los múltiples
cruces de textos, herencias y debates que contribuyeron a formar las ideas que conducirían
a la modernidad –como las de Grocio, pero también las de Hobbes, Locke o Rousseau,
entre tantos otros– es fundamental la incidencia de propuestas pensadas, escritas y publica-
das en lengua castellana o latina, que se originaron en el ámbito de la Monarquía Hispánica
* Este trabajo se integra en el proyecto «Ingenieros sociales. La construcción del método y el pensamiento antropo-
lógicos en Europa e Iberoamérica, siglo XIX» (BSO2001-2341), financiado por el MCyT, Madrid.
1. Martin van GELDEREN. The political thought of the Dutch revolt, 1555-1590. Cambridge: Cambridge University
Press, 1992.
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y en el contexto de sus procesos políticos y sociales. Y la tradición de pensamiento de la que
participan dichas ideas muchas veces ha sido ignorada o se le han aplicado calificativos no
muy distintos de los que Martin van Gelderen lamenta para el caso holandés: «unmodern,
if not conservative» y «behind the course of history»2.
Una de las tantas consecuencias de esta minusvaloración, cuando no caricaturiza-
ción, ha sido la idea bastante generalizada de que los procesos de la modernidad en el
mundo hispánico responden sobre todo a la adopción (como mucho, adaptación) de
modelos exclusivamente externos. Un ejemplo bien conocido es el de las independencias
hispanoamericanas. Por mucho tiempo mayoritariamente tratadas por la historiografía
como procesos institucionales o económico-sociales, con escasa incidencia del pensa-
miento político (salvo por el exiguamente analizado y peor comprendido principio de
retroversión de la soberanía3), la construcción subsiguiente de repúblicas fundadas en la
soberanía popular tendió a ser vista como la apropiación de modelos ajenos –y por tan-
to de difícil adaptación a las realidades locales– que condujo a frustraciones, ficciones
y «ciudadanías imaginarias».
En los últimos lustros esta visión está siendo corregida. Un elemento fundamental de
la nueva tendencia ha sido la recuperación de las Cortes de Cádiz y la Constitución de 1812
como elementos seminales del proceso de cambios que llenó de contenido a la modernidad en
el mundo hispánico4, así como su importantísimo corolario: el reconocimiento de tempranas
2. La escasez de trabajos que reconozcan y valoren esta incidencia no implica que no los haya. De hecho en los
últimos tiempos están apareciendo monografías particularmente interesantes, como la de Annabel S. BRETT.
Liberty, right and nature. Individual rights in later scholastic thought. Cambridge: University Press, 2003 (1ª ed.
1997). Debe recordarse también el carácter seminal de algunas propuestas contenidas en la conocida obra de
Quentin SKINNER. Los fundamentos del pensamiento político moderno. México: Fondo de Cultura Económica,
1986 (1ª ed. inglesa en 1978). Pero es lamentable que muchos de los admiradores de este último, que traba-
jan sobre distintos aspectos de «lo político» en el mundo hispánico, en lugar de inspirarse en las múltiples vías
que abre este historiador para reconsiderar su articulación en los procesos modernos en general, sigan aferra-
dos a la ya tradicional posición de minusvalorar como anomalías, autoritarismos o tendencias medievalizantes
-en una palabra, desviaciones de una supuesta «norma»- todo lo que no se ajuste a las experiencias históricas
que constituyen, como es lógico, la principal preocupación de los esfuerzos investigadores de Skinner (en par-
ticular, los procesos ideológicos y políticos que se han desarrollado en Inglaterra o que ejercieron influencia
sobren ellos). Lo mismo puede decirse de muchos investigadores que intentan aplicar automáticamente al
mundo hispánico algunas propuestas de J. G. A. Pocock, pensadas desde y para ámbitos diferentes. Como
ejemplo pueden consultarse algunos de los artículos contenidos en José Antonio AGUILAR; Rafael ROJAS
(coords.). El republicanismo en Hispanoamérica. Ensayos de historia intelectual y política. México: Fondo de
Cultura Económica, 2002.
3. Sobre los modelos historiográficos de la independencia véase Mónica QUIJADA. «Sobre la interpretación de las
independencias hispanoamericanas: una reflexión historiográfica en la longue durée». Actual (Mérida). 57 (2004)
p. 128-137.
4. Creo que los dos libros más influyentes sobre este tema, en cuanto a su capacidad de irradiación y permea-
ción, han sido François-Xavier GUERRA. Modernidad e independencias. Ensayos sobre las revoluciones hispánicas.
Madrid: Mapfre, 1992, y Jaime E. RODRÍGUEZ O. The independence of Spanish America. Cambridge, New
York: Cambridge University Press, 1998 (edición corregida y aumentada de la primera versión en español: La
independencia de la América Española. México: El Colegio de México, Fondo de Cultura Económica, 1996).
Pero es necesario también recordar importantes trabajos pioneros como los de Nettie Lee BENSON (ed.).
Mexico and the Spanish Cortes, 1810-1822. Eight Essays. Austin, London: University of Texas Press, 1966;
Mario RODRÍGUEZ. El experimento de Cádiz en Centroamérica. México: Fondo de Cultura Económica, 1983;
Marie Laure RIEU-MILLAN. Los diputados americanos en las Cortes de Cádiz. Madrid: Consejo Superior de
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y notablemente extendidas formas de representación política y elecciones, de especial inci-
dencia en los territorios americanos5. Pero a pesar del camino recorrido, que es mucho
y fundamental, las construcciones ideológicas y los imaginarios son «resilient», y el tópico
de la apropiación defectuosa y frustrada de modelos políticos externos, por falta de propios,
sigue asomando en muchos textos historiográficos actuales, incluso en algunos que han ter-
minado por aceptar la incidencia fundamental de los procesos de Cádiz6. En tal contexto,
el reconocimiento de ese evento histórico y su proyección americana vuelven una y otra vez
a quedar oscurecidos por la infinidad de lugares comunes e imágenes no contrastadas des-
de las que se consideran las experiencias políticas y tradiciones ideológicas del mundo his-
pánico y que dificultan la comprensión, aún el propio reconocimiento, de las formas
y tiempos de la modernidad en ese ámbito del contexto occidental. 
Un tema como éste abarca innumerables problemáticas de conocimiento, análisis e in-
terpretación que por supuesto serían inabarcables en el espacio de un ensayo. Pero entre
ellas hay una que es particularmente significativa: el tema de la presencia o ausencia de prin-
cipios como los de soberanía popular, las bases contractuales de la legitimidad y la moderna
noción de libertad en la tradición política hispánica, que afecta no sólo a la posibilidad de
ver y valorar el sistema representativo allí donde aparece, sino a los contenidos de la propia
construcción republicana en Hispanoamérica. Estas cuestiones están empezando a ser revisa-
das con mucha solvencia por la historiografía7. El presente trabajo aspira a ser una modesta
Investigaciones Científicas, 1990. Aunque me estoy circunscribiendo a las investigaciones que se ocupan
sobre todo de la proyección americana del experimento de Cádiz, no puedo dejar de hacer referencia a Joa-
quín VARELA SUANCES-CARPEGNA. La teoría del Estado en los orígenes del constitucionalismo hispánico: las
Cortes de Cádiz. Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1983, y a las originales propuestas de José
María PORTILLO VALDÉS. Revolución de nación. Orígenes de la cultura constitucional en España, 1780-1812.
Madrid: Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2000. Además del tema fundamental de las Cor-
tes de Cádiz, también es importante recordar trabajos que de forma pionera analizaron las raíces hispánicas
de la ideología independentista como, entre otros, Tulio HALPERÍN DONGHI. Tradición política española e
ideología revolucionaria de Mayo. Buenos Aires: EUDEBA, 1961, o Carlos STOETZER. El pensamiento polí-
tico en América Española durante el período de emancipación, 1789-1825. Madrid: Instituto de Estudios Polí-
ticos, 1966. 
5. Además de los trabajos citados en la nota anterior, en la última década numerosas publicaciones han contribuido
a dar forma a esta auténtica revolución en las perspectivas historiográficas. Por cuestiones de espacio sólo citaré
algunas obras colectivas que han ejercido una especial influencia: Antonio ANNINO; Luis CASTRO LEIVA; François-
Xavier GUERRA. De los imperios a las naciones: Iberoamérica. Zaragoza: Ibercaja, 1994; Antonio ANNINO (coord.).
Historia de las elecciones en Iberoamérica, siglo XIX. Buenos Aires: Fondo de Cultura Económica, 1995; Carlos
MALAMUD; Marisa GONZÁLEZ DE OLEAGA; Marta IRUROZQUI. Partidos políticos y elecciones en América Latina y la
península Ibérica, 1830-1930. Madrid: Instituto Universitario Ortega y Gasset, 1995, 2 v.; Hilda SÁBATO (ed.).
Ciudadanía política y formación de las naciones. Perspectivas históricas en América Latina. México: Fondo de Cul-
tura Económica, 1999; Eduardo POSADA-CARBÓ (ed.). Elections before democracy. The history of elections in Euro-
pe and Latin America. Londres: Institute of Latin American Studies Series, 1996; Carlos MALAMUD (ed.). Legiti-
midad, representación y alternancia en España y América Latina. Reformas electorales 1880-1930. México: Colegio
de México, Fondo de Cultura Económica, 2000.
6. Es especialmente significativo en este sentido el artículo de Brian HAMNETT. «Process and pattern: a re-examina-
tion of the Ibero-American independence movements, 1808-1826». Journal of Latin American Studies (Cambrid-
ge). 29/2 (1977), p. 279-328.
7. Jaime Rodríguez ha revisado «las percepciones falsas sobre el sistema político de la monarquía española y sobre
la naturaleza de la teoría y la práctica políticas en el mundo hispánico», como ejercicio imprescindible para
entender la naturaleza del constitucionalismo y el liberalismo mexicanos del siglo XIX. Véase: Jaime E.
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contribución a esos análisis, en el marco de un proyecto de investigación de más largo alien-
to del cual ofrecemos algunos resultados apenas incipientes, en forma de propuestas abier-
tas al debate. 
Partimos aquí del cuestionamiento de dos afirmaciones muy frecuentes en la his-
toriografía. En primer lugar, la concepción de la «modernidad» como el momento en que
cuajan una serie de principios más o menos autónomos que se desarrollarían sólo en
algunas tradiciones de la Europa occidental; caso emblemático de esta forma de ver las
cosas es, por ejemplo, la afirmación de que la «soberanía popular» y el sistema de legi-
timidad política basado en ella llegan al mundo hispánico a finales del siglo XVIII
como reflejo de otras experiencias europeas que han pasado por procesos revoluciona-
rios «modernizadores». En segundo lugar, la asociación excluyente de la tendencia
monista –es decir, centralizadora y homogeneizadora8– del llamado «Antiguo Régimen»
con la hegemonía del absolutismo monárquico, así como su corolario: la afirmación
de que para llegar a la concepción monista de «la nación» fue necesario pasar por el
proceso unificador del absolutismo. Estas dos visiones no sólo han alimentado la in-
terpretación de los procesos decimonónicos en el mundo hispánico como frustracio-
nes o ficciones, sino que han llevado a la afirmación de que experiencias políticas pre-
vias, como las rebeliones de los Países Bajos o de los Comuneros de Castilla, se basan en
imaginarios «antiguos», «medievalizantes» o «antimodernos». Categorías que se han uti-
lizado también para interpretar la ideología y acciones políticas en las independencias
americanas.
Para desarrollar este cuestionamiento, comenzaré con un breve comentario sobre
algunas de las interpretaciones básicas que suelen darse a los tiempos y lugares de la
modernidad y a su articulación con el principio de la soberanía popular. Pasaré luego a
revisar dos temas que forman parte de ese debate: la experiencia española en las grandes
rebeliones de la Edad Moderna, y la relectura contextualizada de algunos aspectos de la
RODRÍGUEZ O. «Una cultura política compartida: Los orígenes del constitucionalismo y liberalismo en
México». En: Víctor Mínguez; Manuel Chust (eds.). El imperio sublevado. Monarquía y naciones en España
e Hispanoamérica. Madrid: Consejo Superior de Investigaciones Cientificas, 2004, p. 195-224 y la versión
mas extensa en inglés: «The origins of constitutionalism and liberalism in Mexico». En: Jaime E. Rodrí-
guez O. (ed.). The divine charter: Constitutionalism and liberalism in nineteenth-century Mexico. Boulder:
Rowman & Littlefield, 2005, p. 1-34. Particularmente importante es el texto ya citado de Annabel S.
BRETT. Liberty, right…[2], especialmente caps. 4 y sobre todo 5, que bajo el expresivo título de «The lan-
guage of natural liberty» analiza la tan importante como influyente obra de Fernando Vázquez de Men-
chaca, considerado por Grocio «el ogullo de España». Ver también el artículo de Marta Irurozqui en este
mismo volumen.
8. El término «monismo» y su adjetivo, «monista», son muy utilizados en la historiografía francesa para con-
ceptualizar la tendencia unificadora -filosófica, política, territorial, etc.- del Antiguo Régimen, que habría así
preparado el camino para la identificación del «pueblo» con «la nación». Originalmente, el concepto «monis-
mo» refiere a «la concepción común a todos los sistemas filosóficos que tratan de reducir los seres y fenóme-
nos del Universo a una idea o substancia única de la cual derivan y con la cual se identifican» (Diccionario
de la Real Academia Española. Madrid: 1984). Es lo que Gérard Mairet llama «la estructura ontológica de 
la política moderna». Gérard MAIRET. Histoire et fondements du pouvoir moderne. Paris: Folio-Essais, 1997,
p. 188.
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tratadística hispana de los siglos XVI y XVII. Finalmente defenderé la existencia de
«imaginarios compartidos» que se expresan en dos tradiciones comunes a todo el ámbi-
to occidental, y que confluyen en la configuración de los imaginarios políticos que hicie-
ron posible la amplitud y proyección de las grandes revoluciones atlánticas en general,
y el hecho de que el mundo hispánico formara parte integrante y activa de las mismas,
en particular. 
El citado concepto de «imaginario político» será central en el presente trabajo, ya que
no es intención del mismo buscar «orígenes», «herencias» o «antecedentes», sino bucear en
las capas o layers que, en el tiempo histórico, van configurando una manera de interacción
colectiva en la relación con lo político y con el poder, y que se plasma en lo que ha dado en lla-
marse por algunos «cultura política»9 y por otros –precisamente– «imaginario político».
Haré hincapié en esta última categoría, porque la creo útil para expresar la amplitud, la
complejidad e incluso la condición correosa de los procesos que intervienen en dicha inte-
racción colectiva, que implican tanto legitimidad como autoridad; tanto mecanismos de
preservación comunitaria y la propia necesidad de normalización que tienen todas las socie-
dades humanas, como formas de resistencia y aspiraciones de cambio. En ella confluyen
una serie de posibilidades como la continuidad, la ambigüedad, la flexibilidad y la malea-
bilidad. En ese contexto, el «imaginario político» sería el conjunto de representaciones des-
de las que percibimos –consciente o inconscientemente– lo que nos rodea, y a nosotros mis-
mos en lo que nos rodea. Desde él pensamos, entendemos, construimos y actuamos,
y también recibimos lo nuevo o lo externo; de hecho, es lo que nos proporciona los hilos
básicos con los que entretejemos eso nuevo o eso externo. El imaginario nos permite cono-
cer y pensar, actuar y reaccionar, pero también nos permite manipular –y ser él mismo
manipulado.
Desde ese marco conceptual, este trabajo aspira a que la revisión de algunos referen-
tes del imaginario político que estaban vigentes en el mundo hispánico a finales del siglo
XVIII y principios del siguiente contribuya a matizar y comprender cómo fue percibida,
recibida pero también inventada y realizada, en el ámbito de la Monarquía Hispánica, la
gran revolución política del mundo atlántico que consolidó un sistema cuya legitimidad se
cimentaba en la soberanía popular10.
9. La noción de «cultura política» se utiliza como marco de referencia para «entender cómo los hechos y el com-
portamiento políticos son condicionados en el proceso de relación entre los actores y el sistema del cual forman
parte. En consecuencia se asume que tal expresión designa al conjunto de nociones internalizadas, creencias y
orientaciones de valor que los actores comparten con respecto a cómo opera el sistema político, cuál es el papel
que ellos y otros actores políticos cumplen y deben cumplir, los beneficios que el sistema provee y debe prover y
cómo extraer tales beneficios». Marta IRUROZQUI. A bala, piedra y palo. La construcción de la ciudadanía política en
Bolivia, 1826-1852. Sevilla: Diputación de Sevilla, 2000, p. 18.
10. Entiendo que al usar el concepto de «imaginario» lo hacemos a partir de un corte en el tiempo y desde una pers-
pectiva espacial específica. Ese segmento seleccionado es sólo una categoría de análisis, no un campo de conoci-
miento unitario y más o menos homogéneo, ya que los imaginarios colectivos no son compactos sino multifor-
mes. Por eso creo que lo único que está al alcance del investigador es recomponer algunos hilos del entramado,
construidos a lo largo del tiempo, que considera tanto significativos como operativos en el momento histórico del
corte que ha hecho con voluntad analítica.
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La reclamación de los orígenes (o ¿quién inventó qué?)
El concepto de modernidad (que, como es bien sabido, no debe confundirse con Edad
Moderna) es relativamente reciente. Hoy entendemos la modernidad como la consolida-
ción del principio o «imagen de una sociedad contractual e igualitaria, de una nación
homogénea, formada por individuos libremente asociados, con un poder salido de ella mis-
ma y sometido en todo momento a la opinión o la voluntad de sus miembros»11. Esta ima-
gen o principio (y recordemos que para François Furet lo importante de la Revolución
Francesa no fue que impusiera la igualdad como ejercicio cotidiano, sino precisamente
como principio12), se contrapone a la sociedad de Antiguo Régimen, «integrada por cuer-
pos y estamentos en lugar de individuos; jerarquía, en vez de igualdad; comunidades polí-
ticas heterogéneas producto de la historia y no de la asociación; y poderes fundados en la
tradición o en la Providencia y no en la voluntad de los ciudadanos»13. 
Ahora bien, el consenso más o menos general en cuanto al concepto de modernidad
se rompe en lo que se refiere a los tiempos y lugares en que se habría generado la asociación
de sus elementos básicos –contractualismo, soberanía popular, libertad, igualdad, represen-
tación, primacía e incluso «invención» del individuo– dentro de un sistema político14 ope-
rativo o que aspirara a serlo, tema que ha recibido interpretaciones muy dispares según los
autores y, fundamentalmente, según las tradiciones en las que se inserten dichos autores. 
La historiografía francesa ha primado, como es lógico, la incidencia de la gran revo-
lución y –lo que es particularmente importante para los fines de este trabajo– ha asociado
la propia posibilidad de su eclosión y triunfo a la consolidación previa del absolutismo
monárquico. De tal forma fundamentos propios de este último habrían contribuido a con-
figurar la cultura política de unas elites ilustradas y finalmente modernizadoras, como es el
caso de la hostilidad hacia los cuerpos y sus privilegios y, sobre todo, el concepto unitario
de la soberanía asociado al ideal de una relación binaria y sin intermediarios entre el poder
y los individuos, basada en una legitimidad no compartida. Ergo, referentes básicos del
absolutismo monárquico habrían actuado como elementos germinales de la nación moder-
na, fundamentada en el principio hegemónico, homogeneizador y, en definitiva, monista
del «pueblo soberano», convirtiendo a aquel sistema en un tránsito fundamental, si no ine-
ludible, para alcanzar el segundo. Esta teoría de las vinculaciones causales positivas (es decir,
no sólo reactivas) entre el Antiguo Régimen y la Revolución Francesa, cuyo principal for-
mulador en Francia fue Alexis de Tocqueville15, encajaban bien en el paradigma histórico
evolucionista compartido por las teorías más audaces del momento, que proclamaba la esca-
la ascendente de los procesos europeos en el camino inexorable de la civilización. Desde esa
11. Definición tomada de Francois-Xavier GUERRA. Modernidad e independencias… [4], p. 24.
12. François FURET. Penser la Révolution française. Paris: Gallimard, 1978.
13. François-Xavier GUERRA. Modernidad e Independencias… [4], p. 25. 
14. Es decir, no los principios en sí, cuyo origen en la Edad Media e incluso en la antigüedad clásica nadie discute.
15. Alexis de TOCQUEVILLE. L’Ancien Régime et la Révolution. Paris: Gallimard, 1967 (1ª ed. 1856). Ver también
François FURET. Penser la Révolution…[12].
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perspectiva el absolutismo era visto como «una fórmula de progreso desde el siglo XIII has-
ta el siglo XVIII, porque combatía con mano fuerte otra forma de ser de las sociedades, más
opresora y más bárbara, la forma feudal» –según palabras de un intelectual tan representa-
tivo y avanzado en sus ideas como el español Emilio Castelar16. En este contexto, la idea de
que la ausencia de un triunfo inequívoco del principio absolutista en España habría de con-
dicionar más tarde la recepción de los fundamentos monistas de la modernidad –al mante-
ner la vigencia de una cultura política basada en la coparticipación de la soberanía, los pri-
vilegios estamentales y unas relaciones de poder fundadas en el pactismo– atraviesa un largo
espectro historiográfico a ambos lados de los Pirineos, desde la segunda mitad del siglo XIX
hasta las corrientes más recientes y avanzadas17. 
Por su parte, la historiografía anglosajona ha tendido a identificar el germen de la
modernidad con las dos revoluciones producidas en ese ámbito, la inglesa del siglo XVII
y la norteamericana del siguiente. Como afirma Edmund Morgan en uno de los libros más
citados de los últimos años, es «in the Anglo-American world [that] modern liberty, for
better or for worse, was born, or perhaps we should say invented, [...] and continues to be
nourished there»18. Morgan defiende también la teoría, menos frecuente en la historiogra-
fía anglo-norteamericana que en la francesa, de la existencia de un vínculo directo entre el
derecho divino de los reyes y la soberanía popular19. Pero la tendencia más generalizada es
a concebir la revolución inglesa y más tarde la norteamericana como productos de una tra-
dición de acción y pensamiento específica que habría producido una situación de excep-
ción. Tradición en la que, por cierto, se valoran como hitos en la senda hacia la soberanía
popular artefactos políticos de origen medieval –como la Carta Magna– que en otros ámbi-
tos son descartados por «antiguos» y «estamentales». 
Ahora bien, en tanto que Morgan remonta la soberanía popular a «its inception in the
England of the 1640’s»20, representantes de otras historiografías no comparten esa crono-
logía y más bien tienden a identificar la consolidación de la modernidad política fundada
en la soberanía popular con la Revolución Francesa de finales del siglo XVIII, simbolizada
fundamentalmente en el artículo 3 de la Declaración de los Derechos del Hombre («Le prin-
cipe de toute souveraineté réside essentiellement dans la Nation. Nul corps, nul individu
16. Emilio CASTELAR. La fórmula del progreso. Madrid: 1854 y Defensa de la fórmula del progreso. Madrid: A. de San
Martín, 1870 (citado por José Antonio MARAVALL. Las comunidades de Castilla. Madrid: Alianza Editorial, 1994,
p. 40). 
17. Ver, por ejemplo, Emilio CASTELAR. La fórmula…[16]; François-Xavier GUERRA. «Le peuple souverain: fonde-
ments et logiques d’une fiction (pays hispaniques au XIXe siècle)». En: Quel avenir pour la démocratie en Améri-
que latine? Paris: Éditions du CNRS, 1989, p. 19-54; Francois-Xavier GUERRA. Modernidad e independencias… [4].
18. Edmund S. MORGAN. Inventing the people. The rise of popular sovereignty in England and America. New York, Lon-
don: Norton, 1988, p. 14. 
19. «The divine right of kings had never been more than a fiction, and as used by the Commons it led toward the fic-
tion that replaced it, the sovereignty of the people. Although the two may seem to lie at opposite poles, they were
more closely linked than at first it would seem. By accepting the king’s divine right, by insisting that his autho-
rity was pure and indivisible, the Commons had come a good way toward making that authority unworkable
except on the terms they dictated». Edmund S. MORGAN. Inventing the people…[18], p. 16-17.
20. Edmund S. MORGAN. Inventing the people…[18], p. 306.
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ne peut excercer d’autorité qui n’en émane expressément»)21. Pero el debate está muy lejos
de acabar allí. Martin van Gelderen, por ejemplo, considera que en una fecha tan tempra-
na como la de 1590 «the Dutch Republic was, as Schepper has put it, a confederation of
almost autonomous provinces and towns with strong federalizing elements which was
based on notions of popular sovereignty»22. Asimismo, en los últimos años una escuela his-
toriográfica con gran capacidad de permeación está imponiendo la idea de que para com-
prender el advenimiento de la modernidad lo más relevante es el seguimiento del «republi-
canismo», partiendo de Maquiavelo y las experiencias de las repúblicas italianas convertidas
en modelos de gran influencia en el ámbito occidental23. 
En mi opinión, todas las interpretaciones señaladas en este apartado tienen una indu-
dable parte de razón que, sin embargo, tienden a perder al ser absolutizadas, es decir, pro-
puestas no como hilos de una urdimbre, sino como explicación única y última. Por lo tan-
to, sin negar la operatividad de éstas y otras afirmaciones, voy a proponer una perspectiva
distinta. Defenderé que la modernidad tal cual la entendemos hoy –concretada en una for-
ma de legitimidad política fundada en la soberanía popular y basada en los derechos indi-
viduales y el gobierno representativo– es un estadio en un proceso secular de configuración
de una forma de entender lo político, donde interactúan: primero, la dialéctica conflictiva
entre, por un lado, los principios de libertad, derechos, consenso, la potestas colectiva y su
ejercicio contractual –que hace posible la representación– y, por otro, la concentración de
dicha potestas en un único gobernante que es asimismo único depositario de la misma;
segundo, la retroalimentación permanente entre los debates políticos teóricos y la acción
práctica condicionada por el juego de intereses, la negociación y la fuerza. Finalmente,
entiendo que la apertura del camino a la modernidad no dependió sólo de esas interacciones,
que quizá podríamos rastrear en otros momentos históricos, sino también de su conjunción
con una tendencia general de carácter monista, orientada a la unificación de la legitimidad
política, la uniformización del derecho, la integración territorial y la homogeneización de
las poblaciones. Tendencia esta última que, lejos de restringirse al absolutismo monárqui-
co, operó asimismo en ámbitos donde no se alcanzó la hegemonía de ese sistema político,
como en la propia Monarquía Hispánica, Inglaterra o incluso en la temprana construcción
republicana de los Países Bajos. 
Esta perspectiva nos permite acercarnos a la diversidad existente en las formas de acce-
so a la modernidad, en tanto especificidades dentro de un proceso político que fue común
a todo el mundo occidental. Especificidades en las que intervinieron tanto desarrollos in
situ cuyas similares orientaciones se debieron a herencias y valores compartidos, como prés-
tamos e influencias mutuas y, también, amplias redes de pensamiento y de poder. Es decir,
21. En mi opinión, la mejor discusión sobre los alcances de la Revolución Francesa sigue siendo François FURET. Pen-
ser la Révolution…[12].
22. Martin van GELDEREN. The political thought… [1], p. 59.
23. La obra más conocida e influyente de esta corriente es J. POCOCK. The machiavelian moment. Florentine political
thought and the Atlantic republican tradition. Princeton: Princeton University Press, 1975.
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procesos multidireccionales que activaron o generaron conjuntos de referentes que pueden
identificarse como «imaginarios compartidos», en los que se incluyen, por un lado, fuentes
textuales vinculadas a la fe –como la Biblia24–, principios de teoría política desarrollados en
un largo debate cuyos orígenes se remontan a la Antigüedad clásica, y un imaginario común
de una «edad de oro» de derechos y libertades. Por otro, la memoria de prácticas políticas y/o
legales en la que confluyen acciones colectivas en defensa de fueros y libertades, así como for-
mas de organización municipal o comunitaria o de participación en la toma de decisiones. 
En dicho marco, voy a revisar algunos aspectos de la articulación del mundo hispáni-
co en esos procesos que, insisto, considero comunes a todo el ámbito occidental.
La búsqueda de la «edad de oro»
En un texto hoy olvidado de 1930 que merece la pena recuperar, el jurista alemán Eugen
Wohlhaupter, de la Universidad de Múnich, se preguntaba cómo podía «ser trazada, desde
el punto de vista de la historia de las normas, una relación entre las fuentes del derecho fun-
damental españolas, francesas, inglesas, italianas y alemanas». Y afirmaba:
«... en la relación entre Estado e individuo no queda más solución que la obtenida por medio
de un compromiso entre ambos puntos de vista. Y podría decirse que la estructura económica y cul-
tural, esencialmente semejante en toda la vida medieval, ha podido producir completamente por sí
misma e independientemente de modelos extranjeros, las mismas fórmulas de arreglo tanto en un
país como en otro. No hemos de discutir aquí si estas fórmulas pueden darse juntas en una serie de
casos. Pero si se compara una vez, a base de fuentes, la totalidad de las fórmulas europeas de liber-
tades, hay que convencerse, y sobre todo sabiendo hoy algo más de las variadas relaciones entre las
culturas jurídicas de diferentes países, que todo esto ha nacido no solamente una junto a otra, sino
también en relaciones de dependencia y reciprocidad»25.
Tres temas me interesa destacar de la argumentación de Wohlhaupter. Por un lado,
la aplicación de una perspectiva múltiple que afecta al conjunto de la Europa occidental.
24. Sobre la Biblia como referente común al que recurren los teóricos políticos de la Edad Moderna para defender
planteamientos distintos e incluso opuestos, véase el importante trabajo de François-Xavier GUERRA. «’Políticas
sacadas de las Sagradas Escrituras’. La referencia a la Biblia en el debate político (siglos XVI a XIX)». En: Mónica
Quijada; Jesús Bustamante. Élites intelectuales y modelos colectivos. Mundo ibérico (siglos XVI-XIX). Madrid: Con-
sejo Superior de Investigaciones Científicas, 2002, p. 155-198 (Colección Tierra Nueva e Cielo Nuevo; 45). Des-
de una perspectiva diferente –y también menos relevante para el tema que estamos tratando aquí- puede verse el
papel que se atribuye a la Biblia en Adrian HASTINGS. The construction of nationhood: ethnicity, religion and natio-
nalism. Cambridge: Cambridge University Press, 1997. 
25. Eugen WOHLHAUPTER. «La importancia de España en la historia de los derechos fundamentales». En: Conferen-
cias dadas en el Centro de Intercambio Intelectual Germano-español (1926-1930). Madrid: Editorial Bless, 1930,
p. 1-36 (conferencia pronunciada el 26.3.1930). 
MÓNICA QUIJADA
70
En efecto, aunque su investigación específica se centra en las fuentes españolas, a lo lar-
go de todo el texto tiende líneas de comparación y relación con otros ámbitos políti-
cos y legales26. Por otro, la asociación del estado de derecho medieval («en el que el
rey está obligado frente a sus súbditos, moral y jurídicamente a defender el derecho
bueno, es decir, el derecho antiguo») con la idea de carácter de contrato de todo dere-
cho en general («el hecho jurídico total dentro de un territorio soberano ha sido obje-
to de un contrato entre todos con todos»). Finalmente la afirmación, basada en Otto
von Gierke, de que «la historia de los derechos fundamentales es el cruce de los prin-
cipios de soberanía y asociación. Porque el individuo no puede luchar por la libertad
si no es unido a sus compañeros de clase y profesión y representando así una fuerza polí-
tica bastante grande para poder exigir ciertas promesas de los poderes soberanos. Desde
luego, los derechos así logrados por la asociación tienen finalmente como efecto la libertad
del individuo»27.
Se trata, en fin, de una fórmula que vincula derecho con contrato, soberanía con aso-
ciación, acción colectiva con libertad individual. Lo cierto es que estos principios medieva-
les, donde se imbrican normas legales y teorías políticas y teológicas, vuelven a aparecer una
y otra vez en los movimientos de la Edad Moderna. Pero es conveniente diferenciar dos
tipos de movimientos: lo que los franceses llaman jacqueries –que atraviesan los territorios
europeos desde la baja Edad Media–, y las que se identifican como «revoluciones» –que
incorporan elementos que van a acabar por caracterizar a la modernidad. Las dos más sig-
nificativas –por conocidas y reconocidas– son la que se produce en Inglaterra en el siglo
XVII (que se asume como la reivindicación de viejas instituciones representativas, «prácti-
ca antigua que había que conservar y perfeccionar»28), y en Francia a finales del XVIII (don-
de los referentes de antiguos derechos se imbrican en la apuesta por una «libertad nueva
y abstracta» que debía refundarse e incluso inventarse29). 
Es importante destacar que en el caso de las grandes revoluciones, e incluso en muchas
jacqueries, está presente la añoranza de una perdida edad de oro, donde confluía la memo-
ria de libertades, leyes fundamentales y antiguas formas de representación. 
26. Wohlhaupter defiende la aparición temprana de los «derechos de libertad cívicos» en España, anteriores a veces
«en cien o más años» a «la aparición de los derechos de libertad en Europa» (p. 5). Destaca además trabajos pre-
vios de historiadores del derecho donde se hacen estudios comparativos sobre derechos fundamentales en distin-
tos lugares de Europa. Cita, como ejemplo, el del español Quintiliano SALDAÑA (Tratado de Derecho Penal.
Madrid: Hijos de Reus Editores, 1926) donde se muestra el paralelismo entre las garantías fundamentales impues-
tas en el Concilio VIII de Toledo y el Acta inglesa de Habeas Corpus, o el estudio del jurista inglés Webster (1883-
1884) sobre la Influencia de los fueros pirenaicos en la Constitución inglesa, en el que se comparan las fórmulas de
derechos forales del norte de España y sur de Francia y el desarrollo de los derechos de libertad en Inglaterra en el
siglo XVIII. 
27. Eugen WOHLHAUPTER. «La importancia de España…» [25], p. 7. Los énfasis son míos.
28. Sobre esta diferenciación de «la libertad a la inglesa» y «a la francesa» véase Francois-Xavier GUERRA. Modernidad
e independencias… [4], p. 30. 
29. Francois-Xavier GUERRA. Modernidad e independencias… [4] y también, del mismo autor, «La nación moderna:
nueva legitimidad y viejas identidades». Tzintzun. Revista de Estudios Históricos (Morelia). 36 (2002), p. 79-114,
donde matiza interpretaciones suyas anteriores.
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Pero en mi opinión, la capacidad del movimiento para incorporarse en una vía que va
favoreciendo la consolidación y expansión del nuevo sistema político fundado en la sobe-
ranía popular, con la nación como su depositaria única e indivisible, depende de la articu-
lación de esa memoria y esas reivindicaciones en una perspectiva monista que no está pre-
sente en las jacqueries y que modifica tanto el contenido como la capacidad de proyección
y las potencialidades del movimiento. Esa perspectiva monista se basa en la superación de
las reivindicaciones específicas, sea de grupos o de localidad geográfica (como ciudades o ám-
bitos rurales), para fundirse en una legitimidad que abarca los distintos estamentos del
espectro social, una expansión geográfico-política que se confunde con «lo nacional», y unos
mecanismos de poder y de representación considerados «modernos». Ése es el caso de las
conocidas como «grandes revoluciones atlánticas», pero no son las primeras. La confluen-
cia de unos imaginarios políticos basados en el contractualismo, la libertad y los derechos
individuales con la tendencia monista de la Edad Moderna es rastreable al menos desde el
siglo XVI30.
En el mundo hispánico, los movimientos que se produjeron en el contexto de dichas
revoluciones atlánticas (el experimento de Cádiz y las independencias americanas), tenían
un importante imaginario acumulado al que recurrir, configurado a partir de acciones polí-
ticas de duradera memoria y propuestas teóricas entretejidas en los grandes debates que
favorecieron el advenimiento de la modernidad.
El carácter «moderno» de una rebelión temprana
Como es bien sabido, entre 1518 y 1521 se produjo en España un movimiento político
y social que se conoce por el nombre de la Rebelión de los Comuneros de Castilla31. Este
movimiento, asumido como mito de origen por los revolucionarios liberales de Cádiz y por
la escuela romántica posterior, decayó considerablemente en la consideración de la histo-
riografía de la segunda mitad del siglo XIX. La rebelión comunera pasó a ser mayoritaria-
mente considerada –como es el caso del más importante compilador de documentación rela-
tiva a la misma, Manuel Danvila32– como uno más de los levantamientos bajomedievales,
30. Digo «al menos», porque en temas historiográficos nunca hay una última palabra.
31. Se trata de un levantamiento armado de un número importante de ciudades contra Carlos I, nieto de los Reyes
Católicos y recién llegado de su Flandes natal con un nutrido séquito de ese mismo origen. El movimiento comen-
zó, como tantos otros en la baja Edad Media y la Edad Moderna, en la forma de una acción de resistencia hacia
las exigencias impositivas del nuevo monarca, unida al rechazo que produjo su negativa a jurar las Cortes de Valla-
dolid. Pronto derivó en un movimiento de oposición política en la que los comuneros asumieron el poder y lo
delegaron en instituciones colectivas de carácter representativo. Sobre la autoasunción del movimiento como
«comunidad» véase el interesante trabajo de Juan Ignacio GUTIÉRREZ NIETO. «Semántica del término ‘comunidad’
antes de 1520: las asociaciones juramentadas de defensa». Hispania: Revista Española de Historia (Madrid). 36/136
(1977), p. 319-367.
32. Manuel DANVILA. Historia crítica y documentada de las Comunidades de Castilla. Madrid: 1897, 6 v. Las opinio-
nes de Danvila acerca del movimiento comunero, que ejercieron una influencia profunda y duradera, se reflejan
sobre todo en el volumen I.
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centrados en la defensa de privilegios estamentales, sin una proyección que rebasara los
intereses meramente localistas y carente, por tanto, del tipo de «régimen de opinión» que
prefigura un pensamiento político y un proyecto global. Las interpretaciones con que una
nutrida corriente historiográfica ha explicado –y sigue explicando– los contenidos y alcan-
ces de dicho movimiento recuerdan bastante a los comentarios del antes citado Martin van
Gelderen referidos a los contenidos políticos de la rebelión de los Países Bajos: «unmodern,
if not conservative» y «behind the course of history».
A partir de los años sesenta del pasado siglo empezaron a surgir algunos importantes
trabajos que desmentían este tipo de visiones. En este sentido, creo interesante volver sobre
la monografía de 1963 en la que José Antonio Maravall identificó a la rebelión comunera
como un efecto de la temprana aparición de la crisis de la modernidad en España33. En este
libro, hoy injustamente marginado34, el autor hizo una extraordinaria inmersión en los
documentos del período para tratar de reconstruir el pensamiento político del movimiento
comunero, su proyección y el contexto en el que se expresó, con un tratamiento tan cerca-
no a la nueva historia política que –en un momento intelectual que valoraba sobre todo la
dimensión socioeconómica– le valió las incomprensiones propias de toda interpretación
excesivamente pionera. Resultado de ese análisis fue la tesis de que el citado levantamiento
no debe identificarse con las típicas «jacqueries», ya que «la rebelión comunera se aproxima
mucho más a los movimientos acontecidos en las sociedades modernas, con su régimen de
opinión, que no a las revueltas gremiales de la baja Edad Media»35. No voy a repetir los
argumentos de Maravall ni su análisis de los textos –para ello remito a su sugerente libro–
sino a señalar algunos planteamientos que me parecen particularmente significativos. 
Por un lado, la existencia en el movimiento comunero de un factor «protonacional»,
con una representación de tendencia monista que se proyecta a todo el reino –y a todo el pue-
blo– y no a las ciudades o los ámbitos particulares. Es decir, las Comunidades funcionan
en un espacio político basado en la «gobernación» del reino, que se identifica mediante
el término «España». Y, aunque se siga utilizando de forma indistinta la expresión «estos
reynos» o «este reyno», en ambos casos la voluntad está enfocada a una totalidad que tiene
al conjunto como objetivo unitario y principal, «cualquiera sea la estructura federativa
con que se le contemple». El planteamiento protonacional se manifiesta también en la
33. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades de Castilla. Madrid: Alianza Universidad, 1994 (1ª ed. Madrid: Revis-
ta de Occidente, 1963). Dos importantes obras aparecidas con posterioridad a este libro de Maravall coinciden en
su interpretación de la rebelión comunera como un movimiento temprano de la modernidad. Véase, José Ignacio
GUTIÉRREZ NIETO. Las Comunidades de Castilla como movimiento antiseñorial. Barcelona: Planeta, 1973; Joseph
PÉREZ. La révolution des Comunidades de Castille. Bordeaux: Institut d'Etudes Ibériques et Ibero-américaines de
l'Université de Bordeaux, 1970 (edición en español: La revolución de las Comunidades de Castilla, 1520-1521.
México: Siglo XXI, 1985).
34. Las numerosas reediciones que se han hecho de Las Comunidades de Castilla de Maravall se han debido más al
renombre de su autor que a una buena acogida de las tesis que allí se plantean en el mundo académico. Por el con-
trario, las interpretación defendida en ese libro fue y sigue siendo recibida con desconfianza e incluso ignorada. La
razón de este rechazo tiene que mucho que ver, en mi opinión, con la asociación generalizada y acrítica de los pro-
cesos políticos españoles de los siglos XVI y XVII a calificaciones de premodernidad.
35. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades… [33], p. 21. 
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presencia recurrente en los textos comuneros de la noción de patria en el sentido de globa-
lidad –y no de la localidad de nacimiento– y en una concepción territorial unitaria: «de los
reducidos límites locales, frente a los que fue completamente inoperante el pretendido uni-
versalismo de la doctrina imperial medieval, se pasa a los anchos términos de los reinos
territoriales»36. 
Asimismo, la reivindicación de libertad aparece de forma generalizada, en singular
y con carácter político, en contraposición a las libertades de contenido particular o local
que apenas figuran en los textos. La libertad surge, además, como una reivindicación últi-
ma, definitiva y no «concedida», sino declarada y mantenida por el mismo reino37. Jun-
to a esta libertad aparece en los documentos, de forma recurrente, el término democra-
cia38, vinculado a nociones como las de «villas de comuna», «república», «gobierno de
muchos», «por consentimiento» y «conforme a la voluntad de todos» o «con gran volun-
tad de todo el pueblo». Como era usual en la época sus modelos explícitos son las ciuda-
des italianas, con magistrados elegidos por la comunidad, sobre las cuales hay grandes
elogios en la tratadística hispana, en textos como los de Alfonso de Palencia o Hernando
del Pulgar; y no es casual que el obispo Juan de Ossorio atribuyera a las Comunidades el
haber tomado como modelo a la «República Helvética». Tiene interés recordar que
ambos modelos –italiano y suizo– cumplieron también un papel muy importante en la
rebelión de los Países Bajos.
Pero más significativa aún es la exigencia de compromisos para un nuevo orden cons-
titucional que supera ampliamente el marco de la conservación de «libertades amenazadas».
Maravall señala que los capítulos de peticiones (desde su inicial fase en Ávila hasta el perío-
do de Tordesillas, así como las instrucciones de las ciudades a sus representantes), no sólo
se centran en reivindicaciones globales y no estamentales o de privilegio39, sino que expre-
san un programa completo de directrices de gobierno, cuya instancia final es el cambio del
poder supremo. Es decir, no se trata de que este último pase de unas manos a otras o de un
bando a otro «conforme al esquema de las revueltas precedentes» (nobiliarias, urbanas o gre-
miales), sino de «toda una manera de entender el poder»40 que implica el ejercicio por par-
te de la Junta General de las Comunidades de Castilla de una potestad soberana, «que va
mucho más allá de cualquier modelo tradicional»41. Dentro del esquema organicista propio
de la época, la Junta asume que la cabeza no es el rey, sino que el reino tiene su cabeza en
36. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 60-61.
37. También lo asumen así sus contrarios: el Almirante de Castilla, por ejemplo, afirma que estas gentes comuneras
van extendiendo «con sus malas palabras unos a otros esta falsa libertad con que se han perdido», y poco después
de terminada la guerra llama a las Comunidades «esa maldita secta de libertad». José Antonio MARAVALL. Las
Comunidades... [33], p. 149-153.
38. Para el análisis terminológico y conceptual del uso de esta última noción, ver José Antonio MARAVALL. Las Comu-
nidades... [33], p. 155-160.
39. Frente a las permanentes invocaciones al «bien del reino», son casi nulas las menciones al bien de la ciudad o de
un oficio o estamento. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 108.
40. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 31.
41. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 33.
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sí mismo y que, «en las circunstancias excepcionales del momento, es la misma junta la que
ejerce de cabeza»42. Dicho cuerpo desconoce a las instituciones constituidas normalmente
como órgano de gobierno –como el Consejo Real, cuyas prerrogativas asume– y proyecta
su autoridad sobre todo el ámbito territorial. La intención es que el poder de la junta que-
de reconocido por todos como único e incuestionable, no aceptándose «manera de goberna-
ción mas de lo que el Reino tiene concertado y proveído»43. Así es como su actuación fue
percibida en la época; por ejemplo, el cronista Pedro de Mexia sostiene que la junta había
procedido «usurpando totalmente la jurisdicción y preeminencia real y atribuyéndola a sí
mismo con nombre de reino que decían que eran»44. Y, en el marco de esta auténtica pug-
na por la potestas, en algunos textos la figura de la monarquía puede quedar muy disminuida
e incluso desprovista de «preeminencia» –término usado en los documentos comuneros en
lugar de «soberanía». Tal es el caso, por ejemplo, de las Cortes de Valladolid de 1518, cuyos
procuradores recuerdan a Carlos V que «nuestro mercenario es» y que los tributos que se le
pagan deben ser considerados como un «salario» por cumplir con sus funciones45. Asimis-
mo, tiempo después la Junta General de Comunidades de Castilla exige que los capítulos
de la Ley Perpetua sean reconocidos como válidos «por la sola voluntad del reino» y, si el rey
no accede, «han de defenderlos con mano armada»46. Hay que reconocer que el pactismo
inicial, si aún existe, ha quedado muy desnaturalizado; si no en los deberes recíprocos, por
lo menos sí en lo que concierne a los derechos47. En otras palabras, los propósitos comune-
ros no parecen apuntar a una soberanía compartida, sino a un cambio de su titular.
Vinculada a lo anterior, aparece una mutación en el concepto mismo de representa-
ción. La junta no sólo se orienta al cuidado o interés por el «bien común» y por el reino,
sino que asume la representación de este último, entendido como el conjunto del cuerpo
político48. En este contexto, los comuneros recogen la idea tradicional de representación
pero le dan una orientación nueva, de la que desaparece por completo el deber de «ayuda
y consejo» en que se basaron las asambleas medievales. En primer lugar, las Cortes no se lla-
man por convocatoria regia sino «por el pueblo y ante el pueblo», aunque se mantiene una
apariencia de legalidad tradicional utilizando el nombre de la reina Juana49. Sin embargo,
y a pesar de recurrir a esta fórmula jurídica de legalidad, la junta muestra la tendencia a cons-
tituirse en el único poder legítimo y total de todo el reino. En ese marco se aplica el prin-
cipio de mayorías que tenía antecedentes inmediatos en la baja Edad Media, pero la junta
comunera lo transfiere del ámbito municipal o gremial a la esfera de todo el reino50. Por
otra parte, aunque por razones obvias todavía no se formula el principio de representación
42. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 60.
43. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 113. 
44. Crónica, citada en José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 114.
45. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 124.
46. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 134.
47. Nuevamente es un proceso que se parece de forma notable a la experiencia de los Países Bajos.
48. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 110.
49. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 124 y 111.
50. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 165.
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moderna que excluye el mandato imperativo, se afirma la plena autoridad de los miembros
de la junta para obrar, sin tener que esperar instrucciones de sus representados. Los procu-
radores en ella reunidos asumen representativamente la potestad total y plena que les corres-
ponde como órgano de autoridad y, de hecho, la junta intenta convertir el mandato en un
régimen de plenos poderes. Como afirma Maravall, lo que guía esta medida es sin duda una
voluntad de eficacia –no perder tiempo en la toma de decisiones urgentes como el avitua-
llamiento o los pertrechos de guerra– «pero –agrega– en la Historia del Derecho constitu-
cional muchas instituciones, muchas normas se han desarrollado como consecuencia indi-
recta de prácticas que aparecían orientadas hacia otros objetivos»51. Finalmente, esta
legitimidad fundada en la junta como representación del todo, del pueblo en su unidad, es
formulada explícitamente en los documentos, así como una concepción de representación
no jerarquizada: como afirma el cronista Santa Cruz: «decían todos ellos que allí en aque-
lla Santa Junta no había mayores ni menores, sino que todos eran iguales», lo que recuerda
la frase de Argüelles en las Cortes de Cádiz: «Todos hemos venido aquí con los mismos
poderes»52. 
Claro está que no nos encontramos ante un sistema que haya hecho desaparecer los
privilegios estamentales: aunque los propios comuneros reconocen el papel fundamental del
«tercer estado» en la rebelión, y aunque ésta actúa con voz del «común», la capacidad
de elección sigue recayendo sobre todo en «los meliores y maiores»53. Ni mucho menos
estamos aún ante el principio de «un hombre, un voto» que no se instalará sino a partir de
la Revolución Francesa, ya que ni siquiera la Revolución Inglesa llegó a eliminar los privi-
legios del sistema político. Sin embargo, asoma el inicio de un camino hacia formas nue-
vas: la generalidad de la función que asume el órgano deliberante, la ampliación de la base
de los electores que se produce en la práctica, y la autoridad de la junta en relación al cuer-
po representado y a sus partes. Los comuneros se apoyaron en las viejas teorías de resisten-
cia a la tiranía, tan reivindicadas en la baja Edad Media; pero la articulación de sus accio-
nes y sus textos en un escenario que empezaba a ser diferente dan un esquema distinto de
sus preocupaciones, que se vinculan al problema del poder, su unidad, su fundamentación
y su representación. De hecho, la plenitud, individualidad y universalidad que en el abso-
lutismo va a concentrar la figura del rey aparecen aquí asumidas por la Junta General de
Comunidades de Castilla, pero articuladas en un principio de representación. 
51. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 115 y 173.
52. Ambas citas en José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 117. De hecho hay un debate entre una suer-
te de democracia directa propugnada por los gobernadores y la fórmula de representación por mayorías defendi-
do por la junta, p. 167.
53. Es interesante destacar la configuración de las bases sociales de las Comunidades, que recorren prácticamente todo
el espectro social, así como la visión que de las mismas tienen algunos dirigentes comuneros. Uno de ellos, en escri-
to dirigido al Consejo Real, se refiere a «los tres estados de gentes, los grandes, los medianos “y el tercer miembro
era el resto, de cuya industria y trabajo todos se mantenían”, agregando que “este miembro postrimero ha caído
en la cuenta de cómo llevaba toda la carga de lo civil y lo criminal” y que “han comenzado [...] por desechar ese
yugo”». José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 143. En la p. 180 se hace una reconstrucción de la
configuración social del movimiento. 
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Agreguemos que tampoco estamos todavía en un ámbito estrictamente maquiavelia-
no ni en el de una separación nítida entre Estado y gobierno, pero sí se acerca a los térmi-
nos que establece Michel Senellart (en contraposición al «régime» medieval) como «défini-
tion nouvelle du gouvernement», es decir, el «art de concilier les intérêts particuliers, de
conserver la forme de la république ou de réaliser la plus grande somme possible de for-
ces»54. Siguiendo la fórmula del mismo autor, nos encontraríamos ya en «la perspectiva del
poder» y no en «el horizonte de la escatología» o de «una multitud de individuos preocu-
pados por sus intereses particulares». Es lo que Senellart llama el paso de la idea medieval
de «régime» (es decir, de la dirección de la comunidad a partir de la metáfora del piloto que
dirige la nave) a la concepción moderna de «gouvernement»55. 
Este tipo de proyección política se confirma en algunos de los documentos funda-
mentales de los sublevados. Por ejemplo, según Fernández Santamaría, autor que ha estu-
diado exhaustivamente el pensamiento político español de los siglos XVI y XVII, en el pro-
grama que surge del importantísimo texto titulado Alianza y hermandad jurada que las
ciudades y villas del reino realizaron en Tordesillas el 25 de septiembre de 1520, «va implícita
una transformación de la estructura constitucional castellana que a su vez conlleva la alte-
ración del equilibrio político dentro del reino» 56; y agrega que lo que se está creando es una
institución parlamentaria nueva, a pesar del uso de un término de larga tradición como
«Cortes». Se trata de una forma nueva –argumenta este autor en notable sintonía con Mara-
vall– porque no es convocada por el rey ni puede ser disuelta por él, asume el poder legis-
lativo y el ejecutivo en representación de toda Castilla, afirma que «su propia seguridad y el
bienestar del reino son inseparables» y, finalmente, se ve a sí misma como una instancia per-
manente, que perdurará y se mantendrá una vez pasados «los apuros presentes».
Sin duda se trata de un momento incipiente de construcción del espacio político, tan-
to más aún si pensamos en términos de teoría política moderna. Pues no es ocioso recordar
aquí que El Príncipe de Maquiavelo fue redactado en 1513, pero no se publicó hasta 1531;
en cuanto a sus Discorsi y El arte de la guerra, todos se escriben a partir de 1520 y son publi-
cados con posterioridad a esa fecha (los Discorsi, en 1532). Y por supuesto, nos hallamos
aún mucho más lejos de los Seis libros de la república, de Bodino, que vio la luz en 1576.
Pero sí nos encontramos ante un campo semántico en proceso de mutación en el que –insis-
tiendo en la conceptualización de Senellart– la idea misma de un gobierno político se está
separando del concepto no político de régimen. Proceso de mutación que se desarrolla
en la interacción de la teoría y la práctica. En este sentido es interesante comparar lo que
54. Ver Michel SENELLART. Les arts de gouverner. Du regimen médiéval au concept de gouvernement. Paris: Seuil, 1995,
p. 22.
55. Michel SENELLART. Les arts… [54], p. 22-32.
56. J. A. FERNÁNDEZ SANTAMARÍA. La formación de la sociedad y el origen del Estado. Ensayos sobre el pensamiento polí-
tico español del Siglo de Oro. Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1997, p. 65. Por cierto, según Mara-
vall este planteamiento de asunción total del poder político -que convierte a las Comunidades en un conflicto
constitucional- es lo que explica que los sublevados no aceptaran las múltiples propuestas de satisfacer sus peti-
ciones concretas ofrecidas por los delegados reales.
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dicen Maravall y Martin van Gelderen acerca de la ideología de las rebeliones que consti-
tuyen sus respectivos objetos de estudio. Afirma Maravall: 
«Claro que si hablamos del pensamiento político de los comuneros, no pretendemos que ello
implique atribuirles una doctrina sistemática, explícitamente desenvuelta en sus escritos, sobre la
organización política de una sociedad humana. Pero sí responde su obra y cuanto se dice en los escri-
tos que ella suscita, a la visión de unos problemas centrales de la sociedad política, de su gobierno
y estructura. Desde luego esa visión no está dada desde el primer momento, sino que, a través de la
sucesión de sus episodios, se va desenvolviendo y haciendo consciente. De ese pensamiento comu-
nero los comienzos son variados y confusos. Poco a poco, el movimiento se va clarificando y preci-
sando, en sus ideas y aspiraciones, aunque de todos modos creemos que será justo reconocer que la
intuición de sus puntos principales se había alcanzado muy tempranamente»57.
Por su parte, concluye Martin van Gelderen:
«... the development of the ideology of the Dutch political order as based on liberty, constitu-
tional charters, representative institutions and popular sovereignity coincided with the political
developments of the Revolt. The political thought of the Dutch Revolt was the result of a perma-
nent confrontation with political reality. Political developments challenged political thinkers to
reassert and extend their arguments, while each ideological innovation conditioned political action
and subsequent political argumentation»58.
¿Nos encontramos aquí ante un antecedente de la doctrina de la legitimidad fundada
en la soberanía popular, tal cual se va a desarrollar a lo largo de tres siglos hasta su consoli-
dación y universalización a finales del XVIII? Maravall así lo cree:
«Sin duda, alrededor de 1520 no es conocida en Europa ni está elaborada teóricamente la
doctrina de la soberanía una e indivisible. Para ello habrá que esperar a Bodin y, más aún, a los juris-
tas del absolutismo, como Loyseau; pero mucho antes de que se llegue a esto, sobre la base de la doc-
trina romanística y bajomedieval de la “universitas”, se puede llegar y efectivamente se llega a con-
cebir el pueblo como una unidad [...] y a considerarla, en consecuencia, capaz de ser sujeto del
poder. Al pretender la junta comunera presentarse como representante de la unidad del pueblo, no
vamos a creer que lo hace con plena conciencia de las derivaciones que ello iba a tener en la teoría
de la soberanía, ulteriormente, pero sí hemos de reconocer que con tal pretensión coincide la de asu-
mir, en nombre de la comunidad y en representación única y unitaria suya, el derecho a ejercer el
poder político»59.
57. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 19-20. 
58. Martin van GELDEREN. The political thought… [1], p. 266.
59. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 120. Y agrega, citando a Mexía: «Luego començaron a rei-
nar como reyes, aunque en nombre de la reina» (p. 121).
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Ahora bien, cuando se habla de las Comunidades es inevitable su asociación con un
hecho de carácter determinante: a diferencia de las que consideramos como grandes revo-
luciones de la Edad Moderna, se trató de un movimiento derrotado. Por lo tanto, no sabe-
mos cuál hubiera sido su evolución posterior. Lo que sí sabemos es: primero, que muchos
de los planteamientos comuneros son idénticos a los principios que en las revoluciones
modernas triunfantes fueron el instrumento de transformación de las libertades estamenta-
les en la libertad democrática; segundo, que su misma derrota reforzó, por reacción, el abso-
lutismo real; y tercero, que su permeación del imaginario colectivo fue de extraordinaria
envergadura. Muestra de ello es La relación de los pueblos de España mandada hacer por Feli-
pe II varias décadas después de los sucesos de las comunidades (1575-78) que, recogiendo
numerosos testimonios tardíos, demuestra la extensión social y geográfica del movimiento
y «el carácter político con que quedó fijada su imagen en los años posteriores»60. Y tanto
cronistas como Antonio de Guevara –muy crítico con el movimiento comunero– o López
de Gómara, que escribió en fechas aún próximas al evento, señalaron que la rebelión tuvo
el alcance y valor de una opción política. Pero además, todo el pensamiento político español
elaborado con posterioridad a dicho movimiento lleva su impronta, positiva o negativa,
explícita o implícita, ya se trate de Alonso de Castrillo, de Fernando Vázquez de Mencha-
ca61, de Antonio de Guevara, de Vitoria, de Suárez o Mariana.
Neoescolástica y política moderna
Un caso particularmente interesante es el de Alonso de Castrillo, cuyo Tractado de la Repú-
blica fue escrito bajo la impresión directa de la guerra comunera62. Publicado en un
momento de derrota –1521– es un curioso texto en el que conviven, sin cruzarse, dos posi-
ciones contradictorias entre sí. Por un lado, su autor tuvo que mostrarse –posiblemente le
iba la vida en ello– contrario al hecho mismo de la subversión y favorable a la obediencia
ante el poder monárquico. No obstante, construyó una teoría de gobierno republicano en
base a un esquema inspirado en las fórmulas comuneras y directamente influido por esa cir-
cunstancia política. Castrillo habla de la respublica, y da una definición de la misma basa-
da en Aristóteles, pero que traduce muy de cerca la experiencia comunera: «Respublica es
un cierto orden o manera de vivir instituida y escogida entre sí por los que viven en la mis-
ma ciudad»63. Y en cuanto a un concepto fundamental como el de ciudadano, afirma
60. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 133. 
61. El análisis más completo sobre este personaje, tan importante e influyente en su época como mal conocido hoy,
es el de Annabel S. BRETT. Liberty, right… [2]. Véase también Francisco CARPINTERO BENÍTEZ. Del derecho
natural medieval al derecho natural moderno: Fernando Vázquez de Menchaca. Salamanca: Universidad de Sala-
manca, 1977.
62. Alonso de CASTRILLO: Tractado de la Republica. Con otras Hystorias y antigüedades. Madrid: Instituto de Estudios
Políticos, 1958. Sobre esta obra ver MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 159 y ss.; J. A. FERNÁNDEZ SANTAMA-
RÍA. «Alonso de Castrillo y la libertad natural del hombre». En: La formación de la sociedad… [56], p. 59-105.
63. A. de CASTRILLO. Tractado de la Republica… [62], p. 28-29. 
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Castrillo que «por ninguna otra cosa es averiguado quien sea el ciudadano sino por la par-
ticipación del poder para juzgar y determinar públicamente»64. A estos principios básicos
del constitucionalismo y de la responsabilidad política de la comunidad, se agregan una
serie de planteamientos que configuran una teoría sobre el origen contractualista de la
sociedad política. 
Es importante señalar que cien años antes de que lo haga Milton, Castrillo afirma que
Dios creó al hombre libre65. La característica que define a una comunidad organizada en
república es el concierto, que implica tanto orden como consentimiento. Ese concierto es la
«ciudad» o «civitas» a la que llega un colectivo (una multitud de hombres reunida en civitas)
por obra de la buena conversación –que recuerda al principio retórico de Cicerón– y la seme-
janza de costumbres que engendran «semejantes corazones». El legislador –en este caso el
modelo es Moisés– dicta leyes que hacen posible el orden, que a su vez es mantenido por
magistrados y jueces «salidos del pueblo mismo», en lo que también sigue el modelo israeli-
ta. Este entramado es lo que el autor llama «constitución»66. Por ello, según Fernández San-
tamaría, «la naturaleza de la república de Castrillo es tanto democrática como contractual»67. 
Dos cosas son significativas: primero, Castrillo invalida la suposición aristotélico-
tomista que entiende que la civitas y la autoridad nacen simultáneamente, y defiende que
la primera existe por un acto de la voluntad colectiva hecho realidad por medio de un pac-
to interno de la comunidad, que en otro capítulo modela sobre la ekklesia ateniense, la
asamblea de los ciudadanos. Por ello, para Castrillo la política asociada a la civitas (la cons-
titución) se vincula a la libertad del hombre y al carácter no coercitivo de la ley. No obs-
tante, la introducción de la idea de ekklesia o asamblea indica que el pueblo mantiene la
potestad de modificar el acuerdo inicial, después incluso de que la civitas esté políticamen-
te organizada68. 
En segundo lugar, las leyes de Castrillo implican un «pacto y el apoyo moral de una
población virtuosa». En este caso la obediencia que sujeta a la comunidad no es a la perso-
na o al magistrado sino a la ley, «sobreentendida por el pacto mismo que la creó»69. El cam-
bio de ese pacto colectivo inicial a una situación de obediencia asociada al encumbramien-
to de uno sobre los demás no es un acto al que el autor dé una lectura positiva: «... por ley,
o por concierto, o por condición, o por fuerte, y desde allí en adelante como comenzó
a ser de uno lo que antes por natura fuera de muchos, como creció la codicia, corrompió-
se el concierto de las gentes [...] El primer hombre que en el mundo se hizo obedecer de
otros hombres usurpó este nombre de rey por fuerza...»70. Y esa «corrupción del concierto
64. A. de CASTRILLO. Tractado de la Republica… [62], p. 25.
65. Ver J. A. FERNÁNDEZ SANTAMARÍA. La formación de la sociedad… [56], p. 83.
66. A. de CASTRILLO. Tractado de la Republica… [62], p. 130.
67. J. A. FERNÁNDEZ SANTAMARÍA. La formación de la sociedad… [56], p 91. Véase A. de CASTRILLO Tractado de la
Republica… [62], para la utilización del concepto de «democracia» en la tratadística de este período.
68. J. A. FERNÁNDEZ SANTAMARÍA. La formación de la sociedad… [56], p. 92.
69. J. A. FERNÁNDEZ SANTAMARÍA. La formación de la sociedad… [56], p. 93.
70. A. de CASTRILLO. Tractado de la Republica… [62], p. 45.
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de las gentes» genera la «servidumbre política»71. Es decir, en la visión de Castrillo la obe-
diencia «fue introducida por fuerza y no por justicia», ya que no había sido designio de Dios
que «el hombre señorease al hombre, sino el hombre a las bestias...»72. Pero es importante
añadir que aunque la comunidad llega a esta situación como castigo de Dios a la codicia
y el pecado, se trata del resultado inmediato «de una decisión consciente, si mal aconseja-
da, tomada por el hombre en plena posesión y ejercicio de su libre voluntad»73.
El discurso de Castrillo –a diferencia del de Locke, posterior a él en más de un siglo–
simpatiza con una rebelión vencida y sujeta a una brutal represión, por ello muestra deses-
peranza: como dice Fernández Santamaría, comienza mostrando lo que «debe ser», y acaba
en lo que «es». Pero lo significativo de su propuesta –heredera y parte de una larga tradición
que va poniendo los cimientos de los derechos individuales, la libertad fundamental del
hombre y el gobierno por consentimiento74– es el hecho de que fuera publicada en un con-
texto de derrota y por tanto de riesgo personal. El mismo acto de su publicación y, en ese
momento de afirmación absolutista, la buena recepción de una teoría fundada en la con-
cepción de la respublica como resultado de la voluntad consciente, unitaria y libremente ejer-
cida por una multitud de hombres –muy parecida en esto, por lo demás, a la del también
hispano Juan Luis Vives75– indica el grado de permeación del imaginario y de aceptación de
sus principios que alcanzó la propia rebelión comunera, convertida en una suerte de espejo
que, no casualmente, acabaría por instalarse como mito de origen para el liberalismo gadita-
no. Permeación que venía de lejos: como afirma Maravall, a pesar del rencor que mantuvo
Carlos V contra los sublevados, los historiadores y cronistas que escribieron durante su rei-
nado –incluso aquellos que se adscribieron a la política imperial como Jiménez de Quesada,
Santa Cruz o López de Gómara– no se atrevieron a condenar sus últimas aspiraciones y lle-
garon, en ciertos casos, a justificar la protesta de los rebeldes castellanos y a reconocer que,
por lo menos en sus inicios, la razón estaba de su parte76. Más aún, Antonio de Guevara,
defensor acérrimo del poder absoluto del rey y crítico de los comuneros –a quienes acusa, en
expresión significativa, de ser amigos de las novedades– no vacila en defender, como Castri-
llo, que «la obediencia política ha sido la novedad más fatídica para la humanidad»77. 
71. A. de CASTRILLO. Tractado de la Republica… [62], p. 92 y ss. 
72. A. de CASTRILLO. Tractado de la Republica… [62], p. 48-49.
73. J. A. FERNÁNDEZ SANTAMARÍA. La formación de la sociedad… [56], p. 163.
74. Hay excelentes análisis de esta tradición, como el citado libro de Annabel S. BRETT. Liberty, right… [2]. Pero nin-
guna obra unitaria ha dado todavía un panorama completo de este tipo de pensamiento, posiblemente porque la
multiplicidad de voces que a él concurren lo hace casi inabarcable. No es ocioso señalar, por ejemplo, que por las
mismas fechas del Tractado de la Republica de Castrillo –1520 en adelante- el valenciano Juan Luis Vives defen-
dió posiciones sobre el origen de la sociedad política que tenían puntos en común con las de aquél. Es importan-
te recordarlo, porque se trata quizás del tratadista hispano más conocido e influyente del siglo XVI en toda la Euro-
pa occidental. Sus obras, traducidas al inglés desde muy temprano, se encuentran en ediciones múltiples en las
bibliotecas tanto de Inglaterra como de los Países Bajos. Ver Enrique GONZÁLEZ GONZÁLEZ. «La recepción de la
obra de Vives durante el Antiguo Régimen». Rinascimento: rivista dell'Istituto nazionale di studi sul Rinascimento
(Firenze). XXXVIII (1998), p. 455-514.
75. Ver la nota anterior.
76. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 97.
77. J. A. FERNÁNDEZ SANTAMARÍA. La formación de la sociedad… [56], p. 109.
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Entiendo que nos estamos moviendo en un contexto de adaptación, pero también de
resignificación, de creación y de recreación de principios en función de situaciones nuevas
o en proceso de cambio. Creo que la experiencia comunera forma parte de los hilos que
entretejen las teorías contractualistas y los planteamientos que estaban configurando la aso-
ciación estrecha entre la legitimidad del poder político y el principio de la soberanía popu-
lar, en un contexto que a su vez era cada vez más tendente a la autonomización del espacio
político y a la unificación del poder. Y propongo que el pactismo, tal cual fue elaborado por
el pensamiento neoescolástico, también integra esa urdimbre. Porque para entender a Suá-
rez o a Mariana, pero también a Vitoria –que se mueve ambiguamente entre el pactismo
y la defensa del derecho divino de los reyes– no se les puede desgajar de la interrelación
estrecha entre la herencia comunera –con sus recuerdos y heridas aún frescos– y la reacción
absolutista, la escolástica bajomedieval y una circunstancia nueva que constituyó un autén-
tico terremoto geopolítico: el surgimiento del luteranismo y el impulso reformista, que
abarca no sólo al primero sino a movimientos de reforma dentro del propio ámbito católi-
co, como la de las órdenes o de la educación78. 
No voy a extenderme en las teorías de aquellos neoescolásticos, que son por demás
conocidas, pero sí creo pertinente recordar que fue precisamente para responder a los plan-
teamientos de Lutero que Suárez recuperó el pactismo, ciertos aspectos del contractualis-
mo y el principio del tiranicidio, cimentados tanto en el prestigio de la tratadística
bajomedieval como en los ecos temidos, pero también respetados, de la experiencia
comunera –a la que, por cierto, Suárez alude en más de una ocasión. En De Legibus
(1612)79 lo que importa a Suárez es el problema del origen y la legitimidad del poder
político, que cimenta en el axioma de que el hombre por naturaleza es libre. A su vez,
su conocido texto de 1613 Defenso fidei catholicae et apostolicae adversus anglicanae sec-
tae errores no fue el resultado de la especulación académica sino, en el contexto de la
política internacional del momento, un encargo del nuncio papal para refutar las accio-
nes emprendidas por el rey Jaime I de Inglaterra contra los católicos de su país. Es decir,
la recuperación de los principios de la tratadística bajomedieval no fue un ejercicio de
mera especulación teórica, sino una resignificación y readaptación de antiguos debates
filosóficos y teológicos a un contexto de preocupación exclusivamente política y secular,
en el que se cruzaba la necesidad de defender la autoridad del emperador y del Papa
y de refutar al propio tiempo los principios luteranos de que el poder de los príncipes
–que incluía su jurisdicción sobre las iglesias nacionales– derivaba directamente de Dios,
y que todo cristiano tenía la obligación ineludible de someterse incondicionalmente a la
autoridad política80. 
78. Debo esta última referencia a los siempre importantes comentarios de Jesús Bustamante.
79. Francisco SUÁREZ. De Legibus. Madrid: CSIC, 1971-1981, 8 v. (Edición crítica bilingüe).
80. La fórmula literal de Lutero es: «Nosotros, mejor y más sabiamente, establecemos con todos los sabios que la
monarquía o regia potestad no sólo es legítima y justa, sino que los reyes por derecho divino y natural tienen el
poder y no lo reciben de la misma república, o séase de los hombres». Citado en J. A. FERNÁNDEZ SANTAMARÍA.
La formación de la sociedad… [56], p. 162.
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Parece bastante coherente que, desde la experiencia hispánica, a Lutero no se le refu-
tase con el derecho divino de los reyes, sino con el replanteamiento y modernización del
antiguo concepto de A Deo per populum y –precisamente– el derecho de resistencia. Pero
de manera tal que, a diferencia de Castrillo, en la visión de Suárez queda legitimada la intro-
ducción de la autoridad política con poder de coerción (principatum y potestas), en aras de
la necesidad que se tiene de ambos principios para la conservatio de la comunidad humana
y civil. Y esto es posible porque el hombre, para Suárez, es creado libre, pero tiene capaci-
dad para someterse y obedecer a la autoridad política «conforme a la recta razón» y median-
te un acto de «transferencia» de la potestas de la cual es titular, a «otro que tenga poder
y justo título» para ejercerla. Por lo tanto, en la teoría de Suárez hay dos pactos: uno ini-
cial, de la comunidad entre sí (contractual y voluntarista), y otro de aquélla con la cabeza
que haya decidido darse, receptora del poder; pero eso sí: bajo unas condiciones que esta
última está obligada a cumplir. Condiciones que en el caso de los comuneros –modelo uti-
lizado expresamente por Suárez– eran «las leyes de estos reinos». Pero, a diferencia de lo que
en su práctica política llevaron a cabo los rebeldes, Suárez –sujeto no tanto a un pensa-
miento tradicional como a las coordenadas impuestas por su propia época– afirma que el
pacto no puede ser revocado unilateralmente por la comunidad. Esto último está destina-
do a asegurar la tranquilidad del rey inglés con pretensiones absolutistas a quien estaba diri-
gido el escrito.
Un último detalle es importante para nuestra argumentación: la comunidad política
en la que piensa Suárez no es local ni mucho menos universal, sino que se ajusta a una pro-
yección que hoy llamaríamos «nacional» o «estatal». Como afirma en De Legibus: «A mí me
parece verosímil que este poder o nunca o durante muy poco tiempo existió de esta mane-
ra en todo el conjunto de los hombres, sino que poco después de la creación del mundo
comenzaron los hombres a dividirse en distintos estados (en varias respublicas), y que en
cada uno de ellos existió este poder por separado»81.
Cuando las grandes revoluciones atlánticas de finales del XVIII removieron el avispe-
ro que se había estado configurando a lo largo de siglos –el propio principio político de la
soberanía popular– fue precisamente el pactismo vinculado al derecho de resistencia lo que
se convirtió en blanco prioritario del ataque de la reacción absolutista. Y no es ocioso recor-
dar que más de un siglo y medio antes, cuando en 1610 se produjo en Francia el asesinato
de Enrique IV, la obra del jesuita español Juan de Mariana había sido quemada pública-
mente en las calles de París, o más bien «descuartizada», como corresponde a un reo de «lesa
majestad». Tiene interés recordar que había sido Mariana, precisamente, quien llevara a su
mayor desarrollo la convergencia entre el pactismo y el voluntarismo contractualista. Espe-
cialmente significativo en este sentido es su tratado De rege, publicado en 1599, donde defi-
ne el origen de la societas y de la civilis societas –en el marco de un esquema evolutivo– en
un acto libre de la comunidad, que es de quien emanan las leyes y quien coloca a un hombre
81. Citado en J. A. FERNÁNDEZ SANTAMARÍA. La formación de la sociedad… [56], p. 187.
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como su cabeza. Pero la postura de Mariana era ambigua: por un lado prefería la monar-
quía como el único sistema que podía lograr la «unidad de propósito» imprescindible para
el buen gobierno; por otro, también ponía de manifiesto su inclinación hacia «la prudencia
y sabiduría de muchos» –la república– porque un hombre solo es fácilmente seducible y
corrompible. Finalmente Mariana se decantaba, como mal menor, por una monarquía res-
tringida (constrictum), que precisara del consentimiento de la comunidad. Si se agrega que
en esta obra Mariana afirmaba que «la autoridad de la comunidad en pleno es mayor 
que la de un solo hombre»82 y que finalmente legitimaba e incluso encomiaba el tiranici-
dio83, se hace comprensible el mencionado episodio de su quema pública en un contexto
de magnicidio. 
Es posible que hubiera en las teorías neoescolásticas un potencial de cambio no desea-
do y tanto más temido porque se fundaban, precisamente, en principios y derechos de lar-
ga tradición en toda Europa, España incluida. En este sentido es significativa la afirmación
de Otto von Gierke recogida por Wohlhaupter según la cual «la evolución constitucional
medieval se basa en el dualismo del principio de la soberanía y de la asociación». Y agrega: «Las
numerosas hermandades, gremios y cofradías a las que tan a menudo se refieren las fuentes
históricas de España, demuestran que la idea de la unión no ha desempeñado aquí, con la
obligación de fidelidad y protección jurada recíprocamente, menor papel que en los demás
países europeos, e incluso parece que tuvieron una mayor importancia política»84. Ahora
bien, el potencial revolucionario de esos principios no surgía de la mera memoria de los
mismos; residía en el hecho de que estaban siendo resignificados en el contexto del poder
unitario, monista, de los modernos Estados. Eso es lo que los convertía en peligrosos, tal
cual se venía demostrando en las prácticas políticas desde el siglo XVI. Porque un mismo
principio adquiere caracteres y acentos diferentes –y por lo tanto se inserta de manera diver-
sa en el proceso que lo enmarca– cuando es reivindicado en contextos políticos distintos a los
que le dieron origen.
Retomando lo dicho hasta aquí, en la época de las grandes revoluciones atlánticas el
mundo hispánico se movía en las coordenadas de un imaginario múltiple. El referente más
importante de acción violenta colectiva por la reivindicación de derechos y libertades, de
una proyección inusual en un marco que comenzaba a identificarse con «lo nacional», des-
pertaba ecos de una derrota que había acabado favoreciendo la concentración del poder
y la autoridad en la corona. Al propio tiempo, los contenidos ideológicos y políticos de la
rebelión que, como afirma Maravall, «fluyen por debajo de los acontecimientos, dando a
éstos sentido»85, constituían un utillaje con el que erosionar la construcción jerárquica de
la sociedad estamental, configurando un imaginario en el que las antiguas libertades –que
82. Ver J. A. FERNÁNDEZ SANTAMARÍA. La formación de la sociedad… [56], p. 215-260.
83. Para una historia del principio del tiranicidio véase Mario TURCHETTI. Tyrannie et tyrannicide de la Antiquité à
nos tours. Paris: PUF, 2001.
84. Otto von GIERKE. Das deutsche Genossenschaftsrecht, Berlin, 1868, tomo II, p. 467. Citado en Eugen WOHL-
HAUPTER. «La importancia de España…» [25], p. 7.
85. José Antonio MARAVALL. Las Comunidades... [33], p. 19.
MÓNICA QUIJADA
84
nunca dejaron de verse como «el derecho bueno»– se reasumían bajo la forma más moder-
na de la «libertad». Se trataba por lo tanto de una perspectiva dual: la propia memoria de
la rebelión mostraba que se podía resistir la conculcación de derechos y construirse un pro-
yecto político basado en el contrato y el consentimiento, pero también que la derrota era
posible y que el orden y la conservación de la sociedad parecían más garantizados en el mar-
co de un poder personalizado. 
En el contexto de esa doble experiencia se entienden mejor propuestas teóricas como
las de Castrillo, en la que se aúnan la añoranza de una república democrática y un marca-
do pesimismo final; la de un Antonio de Guevara, que propugna el poder absoluto del rey
al tiempo que afirma que «la obediencia política ha sido la novedad más fatídica para la
humanidad»; o las de los neoescolásticos, con su defensa de una potestas populi fundada en
la libertad del hombre y legitimada por ésta, pero que en última instancia no erosionase el
orden que se suponía –y aún se supone– imprescindible para la conservación de la socie-
dad. Propuesta que puede leerse también a la inversa, es decir, que el orden necesario no
impida garantizar la libertad fundamental del hombre reunido en sociedad.
Colofón: las dos tradiciones 
Como he anunciado al principio de este trabajo, el prolongado paseo que hemos dado por
los siglos XVI y XVII no entrañaba la pretensión de entrar en un debate específico sobre la
Monarquía Hispánica. Su objetivo ha sido, por el contrario, revisar algunos aspectos del
imaginario político que estaban activos en dicho ámbito en la época de las grandes revolu-
ciones atlánticas, a finales del siglo XVIII y principios del siguiente. Esto me ha llevado
a replantear los contenidos y la valoración de algunos referentes históricos del mundo his-
pánico que, en mi opinión, se articularon en un proceso secular múltiple que se desarrolló
en todo el mundo occidental. En él intervinieron préstamos e influencias mutuas, así como
redes de pensamiento y de poder, configurando una suerte de imaginarios compartidos que
traspasaron fronteras y tiempos, y que operaron de manera no siempre secuencial, a partir
de flujos y entretejidos escasamente lineales. 
El plural es intencional, porque lo anterior no implica un único imaginario idéntico a sí
mismo, con iguales ritmos y el mismo contenido en cada momento y lugar. Las formas de acce-
so a la modernidad fueron diversas, pero en mi opinión se trata de especificidades dentro de
un proceso político que fue común a todo el mundo occidental. Una especificidad del proce-
so hispánico que posiblemente tuvo un peso importante a finales del siglo XVIII, por ejemplo,
es que la defensa de derechos y libertades que convirtió a las Comunidades en un mito de ori-
gen para los liberales de Cádiz fuera también una memoria de derrota. Pero el referente en sí
no era distinto del que promovía o había promovido movimientos análogos en otros ámbitos. 
Lo que a mi modo de ver se desprende de lo que se ha discutido hasta aquí es que
en el largo período que la historiografía convencionalmente ha llamado «Edad Moderna»
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o «Antiguo Régimen» –según la perspectiva que se aplique–, en el ámbito occidental se
entrecruzaron dos tradiciones, dos formas de entender el poder y dos formas de engarzar el
gran imperativo de autoconservación que motiva a todas las sociedades humanas. Cada una
de esas tradiciones ha tendido a fomentar un principio de legitimidad política distinto: uno
fundado en la soberanía absoluta y por designio divino de una única persona, otro cimen-
tado en la soberanía también absoluta, pero colectiva, voluntaria y contractual de «los
muchos», «la multitud», «el pueblo». Ambas soberanías tienden a ser indivisibles y exclu-
yentes; ambas se desarrollaron en un contexto definido por la creciente autonomización de
la política y la tendencia a la unificación de los grupos humanos en grandes conjuntos polí-
ticos, territoriales y culturales. Y las grandes crisis que prepararon el camino a la moderni-
dad, sobre todo las llamadas «revoluciones modernas», surgieron precisamente del conflic-
to entre ambas tradiciones, en ese contexto de tendencia monista e interacción creciente
que se expandió por occidente, así como en la intersección de una tratadística de carácter
contractual y unas prácticas fundadas en la propia noción de derechos y libertades. Dere-
chos y libertades que, más allá del momento histórico al que pueda remontarse su origen,
fueron resignificados en y por el contexto en que se produjo su reivindicación.
Se trata en suma de dos tradiciones que interactúan tanto a través del conflicto como
de la negociación y de la resignificación, pero que comparten una misma base cultural y un
mismo utillaje referencial. Esa base cultural, hecha de referentes comunes e imaginarios
compartidos a lo largo de siglos es lo que explica que un español del siglo XVI pudiera afir-
mar que la obediencia política «fue introducida por fuerza y no por justicia», ya que no
había sido designio de Dios que «el hombre señorease al hombre, sino el hombre a las bes-
tias...»86. Y que en la misma sintonía, dos siglos y medio más tarde un patriota norteame-
ricano defendiese que «el mejor gobierno no es más que un mal necesario [...] El gobierno,
como el vestido, es el signo de nuestra inocencia perdida: los palacios de los reyes han sido
edificados sobre las ruinas de las pérgolas del paraíso»87. De igual manera, en contextos
geográfica y temporalmente diversos, en los que se dirimían «conflictos entre las pretensio-
nes regias a un poder absoluto y los privilegios del reino y de sus partes constitutivas»88,
intelectuales franceses, ingleses, españoles y americanos –del Norte y del Sur–, recurrieron
a una misma fuente de autoridad –la Biblia– para defender posiciones muy distintas e
incluso opuestas. El análisis de la utilización que se hizo de las fuentes bíblicas para funda-
mentar el debate político en Europa y América, a lo largo de dos siglos (XVII-XIX), mues-
tra la existencia de conjunciones tan significativas como sorprendentes que traspasan con
creces las barreras de las tradiciones nacionales e incluso de las circunstancias históricas. En
esas constelaciones de individuos que actúan en distintos momentos y países, enlazándose
86. A. de CASTRILLO. Tractado de la Republica… [62].
87. «Government, even in its best state, is but a necessary evil [...] Government, like dress, is the badge of lost
innocence; the palaces of kings are built upon the ruins of the bowers of paradise». Thomas PAINE. «Common
Sense». En: Bruce Kuklick (ed.). Political Writings. Cambridge: Cambridge University Press, 2000, p. 1-45
(cita en p. 3).
88. François-Xavier GUERRA. «“Políticas sacadas…» [24], p. 155-198.
MÓNICA QUIJADA
86
en paradigmas compartidos o emparentados –que a su vez se confrontan con otros para-
digmas en los que coinciden otros individuos que también actúan desde una diversidad de
tiempos y lugares89– se pone de manifiesto la interacción conflictiva entre las dos tradicio-
nes antes señaladas, así como el hecho de que ambas operan desde una misma base cultural.
La interacción de estas dos tradiciones no agota, claro está, la complejidad de los pro-
cesos que contribuyen al advenimiento de la modernidad y que incluyen temas tan impor-
tantes como el surgimiento de nuevas formas de sociabilidad que se construyen al margen
del ejercicio del poder. La época de las grandes revoluciones atlánticas es un momento com-
plejo en el que cuajan cambios y contrastes, en cuyo contexto se afirma la reivindicación de
un nuevo «pacto social», de una «nueva fundación», de una ruptura, en suma, que explica
el propio hecho revolucionario90, precisamente porque despertaba el eco de memorias y re-
ferentes colectivos configurados a lo largo del tiempo histórico. Referentes, insisto, com-
partidos a lo largo y a lo ancho de la Europa occidental. 
No quiero decir con lo anterior que los catalizadores que favorecen las mutaciones
surjan por igual y al mismo ritmo en todos los ámbitos que comparten total o parcialmen-
te esos imaginarios. Una situación determinada –por ejemplo, la Revolución Norteameri-
cana o la Francesa– puede actuar de catalizador, pero lo que lleva a esa situación y lo que
favorece e incluso permite su proyección pertenece a un ámbito cultural más amplio que el
estricto escenario en que se desarrolla. Volviendo a los imaginarios políticos que operaban
en el mundo hispánico en el momento de las grandes revoluciones atlánticas, la reformula-
ción del análisis en el sentido de las propuestas desarrolladas en las páginas anteriores podría
abrir perspectivas nuevas. Quizás nos llevara a constatar, por ejemplo, que las novedades
revolucionarias despertaban ecos de reconocimiento y aceptación en el imaginario colec-
tivo de las grandes mayorías, contribuyendo a su vez a configurar las formas específicas
de adopción y adaptación, de recreación y también de creación de los procesos revolu-
cionarios de finales del siglo XVIII y principios del siguiente. Desde luego, no era aún el
imaginario de «un hombre, un voto», pero posiblemente remitía a libertades y derechos
–que no deben confundirse con el concepto mucho más restringido de «privilegios»– que
favorecían la articulación de los procesos propios en los cambios que permitieron, en el
ámbito hispánico, el paso del Antiguo Régimen al nuevo sistema político basado en la sobe-
ranía popular.
89. François-Xavier GUERRA. «“Políticas sacadas…» [24]. Guerra señala alguna de esas constelaciones que atraviesan
contextos históricos y tradiciones «nacionales», a partir de la utilización por diversos personajes de los mismos rela-
tos bíblicos: Suárez, Locke, Paine y el venezolano Germán Roscio, por un lado y, por otro, Filmer, Bossuet y sus
herederos en el mundo hispánico (el capuchino Joaquín de Finestrad –virreinato de Nueva Granada–, Pedro Gon-
zález Araujo y San Román -Nueva España-, y los autores de cartas pastorales y sermones destinados a «vulgarizar
la unión indisoluble del Trono y el Altar» a finales del siglo XVIII y principios del XIX, tanto en España como en
América). François-Xavier GUERRA. «’Políticas sacadas…» [24], p. 183-189.
90. Francois-Xavier GUERRA. Modernidad e Independencias… [4], p. 25.
